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El objetivo de nuestro trabajo reside en examinar desde un enfoque teórico el valor que posee la transparencia del sector público, su vinculación con el ejercicio de la responsabilidad social empresaria y el flagelo de la corrupción, todo ello para alcanzar un fin último: el desarrollo social, lo que permitirá propender al bien común, propósito de toda sociedad.

La corrupción “es un fenómeno que se da en todos lo países -grandes y pequeños, ricos y pobres– pero sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en desarrollo. La corrupción afecta infinitamente más a los pobres porque desvía los fondos destinados al desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia y desalienta la inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave de bajo rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo.” 


Constituye la corrupción “un evento que se aparta de los deberes normales de la función pública violando el ordenamiento jurídico o los principios de honestidad, ética o moralidad, para atender a lo privado, a ganancias pecuniarias o de status, favoreciendo demandas contrarias al interés colectivo.” 


“El Siglo XXI inició con fuertes debates académicos alrededor de los avances en materia de desarrollo ecónomico versus los relativamente pocos avances en materia social. Los altos niveles de pobreza, cercanos a una tercera parte de la población mundial, la acentuada desigualdad económica y los casos de crecimiento económico con alta concentración de la riqueza, generaron la preocupación de políticos, académicos, organismos internacionales y gobiernos sobre cómo lograr la reducción progresiva de la pobreza, cómo lograr cohesión social, cómo llegar a sociedades más justas, pero sobre todo, ¿quiénes asumirán estas responsablidades?.” 


Por lo expuesto, para lograr el objetivo de desarrollo el Estado debe contemplar los servicios públicos esenciales necesarios para el crecimiento y bienestar de todos sus ciudadanos y determinar aquéllos de los que se hará cargo o subvencionará.


“La Declaración Universal de Derechos Humanos sigue siendo igual de pertinente hoy día que en 1948, cuando fue proclamada y aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. La extraordinaria visión y determinación de sus autores se plasmó en un documento en el que por primera  se expresaron claramente los derechos y libertades a los que todo ser humano puede aspirar de manera inalienable y en condiciones de igualdad. 


La Declaración constituye los fundamentos de un futuro justo y digno para todos y brinda a las personas de todo el mundo un poderoso instrumento en la lucha contra la opresión, la impunidad y las afrentas a la dignidad  humana.


El compromiso de las Naciones Unidas con los derechos humanos  dimana de la Carta fundacional de la Organización. La comunidad internacional tiene el deber de apoyar y defender esos derechos. Hagamos que las personas más necesitadas de protección de esos derechos sepan no sólo de que la Declaración existe, sino también que exista para ellas. Contribuyamos todos a que estos derechos universales sean una realidad viva para los hombres, las mujeres y los niños del mundo entero.” 
 


“La Declaración Universal promete a todas las personas unos derechos económicos, sociales, políticos y culturales y cívicos que sustenten una vida sin miseria y sin temor. No son una  recompensa por un buen comportamiento. No son específicos de un país concreto, ni exclusivos de una determinada era o grupo social. Son los derechos inalienables de todas las personas, en todo momento y en todo lugar…


El poder de la Declaración Universal es el poder de las ideas para cambiar el mundo.” 


En ella se indican los derechos de los que gozan todas las personas (laborales, acceso a educación y a la información, a la seguridad social, entre otros).


Para que dichos derechos puedan ser ejercidos, es fundamental la lucha contra la corrupción, tal como lo manifiestan los preceptos del Preambulo de la Convención de la ONU contra la Corrupcción y donde se establece, entre ellos que, como la misma involucra vastas cantidades de activos, ellos pueden constituir una proporción importante de los recursos de los Estados.
LA CORRUPCIÓN Y SUS IMPLICANCIAS EN LA RESONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y EMPRESARIA 

La salud y la educación forman parte del gasto público que está incluído en el presupuesto, que tiene sin dudas externalidades positivas, pues si se cuenta con ciudadanos capacitados para generar productividad se contribuye al crecimiento de un país, lo que le va a permitir insertarse en el mercado generando riqueza e ingresos que a través de los impuestos pueden volcarse en infraestructura y en subsidios a los más necesitados.

En ese ámbito, entendemos que las funciones del sector público consisten en efectuar una asignación eficiente de los recursos, redistribuir la renta y propender a la estabilización del ciclo económico, entre otros. Por su parte, la economía pública analiza, desde un punto de vista económico, la intervención del sector público en la economía de mercado, generalmente a través de su actividad financiera, es decir: mediante los ingresos y los gastos públicos.


Así, las finanzas públicas constituyen la actividad económica del Estado, que posee una propia y particular estructura y convive con la economía de mercado. La coexistencia de la actividad económica del Estado con la economía de mercado está dada porque éste, al adquirir bienes en el mercado, es un demandante más.

“Las politicas públicas consisten en ser un conjunto de acciones intencionales y causales, orientadas a la realización de un objetivo de interés/beneficio público, cuyos lineamientos de acción, agentes, instrumentos, procedimientos y recursos se reproducen en el tiempo de manera constante y coherente (con las correcciones marginales necesarias), en correspondencia con el cumplimiento de funciones públicas que son de naturaleza permanente o con la atención de los problemas públicos cuya solución implica una acción sostenida. La estructura estable de sus acciones, que se reproduce durante un cierto tiempo, es lo esencial y específico de ese conjunto de acciones de gobierno que llamamos política pública.” 


En lo que refiere a las políticas públicas resulta oportuno rescatar el carácter público de las politicas, es decir, en la política el gobierno no es el único actor, por cuanto también se encuentran otros, tal el caso de los sindicatos, organizaciones de la sociedad civil, empresas, iglesias, asambleas vecinales, etc. En ese espacio público es donde los ciudadanos individuales, por sí o por los voceros de las organizaciones, hacen política y hacen las políticas.


Así, la construcción de la política no es una decisión aislada, es más bien una decisión no perfecta que tiene como fin disminuir la cantidad de perdedores y ampliar la de ganadores, debido a que los recursos como tiempo, presupuesto, personal, acuerdos son escasos. Ergo, intenta dar una solución a un problema acotado. Un Estado, por más democrático que sea, no puede solucionar absolutamente todos los problemas que se le presenten. Implica dejar a algunos de lado y elegir los que tengan una razonada participación de gobierno y sociedad, es decir, abordar mediante la política pública lo sensatamente tratable teniendo en cuenta las prioridades. 

“Gobernanza o gobernación es un concepto..” que “…implica el proceso de dirección de la sociedad o el proceso mediante al cual sociedad y gobierno definen un sentido de dirección, los valores y objetivos de la vida asociada que es importante realizar y definen sus capacidad de dirección, la manera como se organizarán, se dividirán el trabajo y disminuirán la autoridad para estar en condiciones de realizar los objetivos sociales deseados…” 


Se observa una relación entre el crecimiento económico y el índice de percepción de la corrupción, a medida que la percepción de la corrupción se acentúa en un país y persiste en el tiempo genera límites para ello, pues reduce la posibilidad de que inversionistas extranjeros tomen confianza para invertir en él. De ser así la gobernanza se verá comprometida.

En lo que refiere a los países occidentales, ellos cuentan -en su mayoría- con economías mixtas, por cuanto poseen sistemas de organización económica en los cuales se combina la actuación del sector privado con la del sector público, que se manifiesta como corrector y regulador de aquél. Muchas de las actividades las realizan empresas privadas y otras las lleva a cabo el Estado. Va de suyo, que la conducta del sector privado se ve influenciada por los tributos que lo alcanza así como también por los eventuales subsidios. De ese modo, tanto el sector público como el privado desarrollan un papel preponderante. Es de destacar que la economía de mercado puede desarrollarse gracias a la existencia de un ámbito en el cual los individuos que la componen puedan gozar de justicia, seguridad interior y exterior, educación, salud e infraestructura, entre otros.

Es así como, a medida que el gobierno brinda mayor calidad de servicos públicos, de administración pública y es creíble, fortalece las instituciones y resguarda el crecimiento económico.

No podemos dejar de citar que el Estado, en uso de sus atribuciones, debe defender las libertades fundamentales y articular los mecanismos necesarios para garantizar la transparencia, fortaleciendo las estructuras de gobierno y el equilibrio entre él y la sociedad civil.

En efecto, entendemos que el Estado debe perseguir entre sus fines, el de alcanzar el desarrollo sostenible. Dicha premisa implica un equilibrio entre la mejora de los medios de subsistencia, la generación de significativas posibilidades de obtener empleo y, obviamente, la protección del medio ambiente.


“La mejora de las administraciones requiere necesariamente arbitrar procesos que incrementen la legitimación de su actuación. Esta legitimación no se limita a la calidad de la regulación. En buena parte la legitimación se consigue gracias a la confianza que le atribuyen los ciudadanos y, sobre todo a la capacidad de entender y resolver los problemas colectivos de la comunidad y de repensarse a sí misma para mejorar. Estamos por tanto en el terreno de los valores y de los principios y en la creación de marcos de confianza y de flujos de creación de valor entre gobierno, servicios públicos y ciudadanos en el ámbito de la Administración.” 


La difusión de los actos de gobierno no es una concesión de los mismos, sino un derecho legítimo de la sociedad de conocer y evaluar a sus servidores públicos, quienes manejan recursos del Estado y por lo tanto es una obligación ineludible del poder público. 


Debido a ello, al momento de efectuar el Estado sus contrataciones, creemos que las mismas deben realizarse en un marco de transparencia. 

“La promoción de la ética en el servicio público está estrechamente vinculada a la transparencia, la cual actúa como elemento revelador responsable del buen funcionamiento del Estado, promoviendo el comportamiento responsable de los servidores públicos. En este sentido la ética pública adquiere dimensiones relevantes al construir una cultura de servicio público, haciendo de la transparencia una herramienta esencial en dicho proceso. No es posible hoy hablar de un gobierno transparente sin requerir una rendición de cuentas clara y precisa por parte de quienes laboran en la gestión pública.” 


“Aún cuando el término inglés accontability es traducido, a veces, como ‘rendición de cuentas’, su significado es más profundo que el mero informar del buen uso que se ha dado al dinero, por parte del gestor, que es lo que comúnmente se entiende por ‘rendir cuentas’. El término anglosajón tiene el sentido de dar cuenta sobre cómo se ha utilizado la autoridad conferida por un grupo social y, por consiguiente, se aplica a todas las personas que desempeñan cargos de elección o designación, sean autoridades de gobierno, municipales, gremiales, vecinales, miembros del directorio de una sociedad anónima o similares. En efecto, el diccionario Webster define este término como ‘obligación de dar cuenta sobre los actos de uno’, también como ‘la obligación de sufrir las consecuencias por los fallos en el desempeño esperado’. En definitiva, la palabra comentada tiene su equivalencia con la muy castellana ‘responsabilidad’; de hecho, el diccionario citado señala que uno de los sinónimos de accountability es responsibility.

El énfasis contemporáneo apunta a que toda persona que asume una responsabilidad debe informar a su mandante, y en el caso del sector público, dicho mandante es el pueblo, la ciudadanía y, especialmente, los contribuyentes, cuyos impuestos financian el quehacer gubernamental.” 
 

La transparencia es el resultado de una forma de gobernar, de administrar y de gestionar al Estado, de lo cual se deduce que este concepto es un valor de la democracia. Tiene que ver con el desempeño de la comunidad política, de sus representantes así como también de sus autoridades quienes tienen que explicar sus acciones para fortalecer el gobierno.

La intranquilidad generada por las amenazas que plantea la corrupción y su prevención de los Estados Parte se establecen en el Preámbulo de la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción en diciembre de 2003 y aprobada por la ley 26097 en nuestro país y promulgada el 6 de junio de 2006:

“Preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la corrupción para la estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de la ley,


Preocupados también por los vínculos entre la corrupción y otras formas de delincuencia, en particular la delincuencia organizada y la delincuencia económica, incluido el blanqueo de dinero,


Preocupados asimismo por los casos de corrupción que entrañan vastas cantidades de activos, los cuales pueden constituir una proporción importante de los recursos de los Estados, y que amenazan la estabilidad política y el desarrollo sostenible de esos Estados,


Convencidos de que la corrupción ha dejado de ser un problema local para convertirse en un fenómeno transnacional que afecta a todas las sociedades y economías, lo que hace esencial la cooperación internacional para prevenirla y luchar contra ella,


Convencidos también de que se requiere un enfoque amplio y multidisciplinario para prevenir y combatir eficazmente la corrupción,


Convencidos asimismo de que la disponibilidad de asistencia técnica puede desempeñar un papel importante para que los Estados estén en mejores condiciones de poder prevenir y combatir eficazmente la corrupción, entre otras cosas fortaleciendo sus capacidades y creando instituciones,


Convencidos de que el enriquecimiento personal ilícito puede ser particularmente nocivo para las instituciones democráticas, las economías nacionales y el imperio de la ley,


Decididos a prevenir, detectar y disuadir con mayor eficacia las transferencias internacionales de activos adquiridos ilícitamente y a fortalecer la cooperación internacional para la recuperación de activos,


Reconociendo los principios fundamentales del debido proceso en los procesos penales y en los procedimientos civiles o administrativos sobre derechos de propiedad,


Teniendo presente que la prevención y la erradicación de la corrupción son responsabilidad de todos los Estados y que éstos deben cooperar entre sí, con el apoyo y la participación de personas y grupos que no pertenecen al sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones de base comunitaria, para que sus esfuerzos en este ámbito sean eficaces,


Teniendo presentes también los principios de debida gestión de los asuntos y los bienes públicos, equidad, responsabilidad e igualdad ante la ley, así como la necesidad de salvaguardar la integridad y fomentar una cultura de rechazo de la corrupción…”

De lo expresado en el Preámbulo se desprende que, para erradicar la corrupción se necesita de una buena gobernanza donde el Estado y la ciudadanía aúnen esfuerzos para combatir la gravedad de este flagelo.

Por todo lo expuesto, la transparencia en la esfera pública es un recurso estratégico porque dificulta las prácticas corruptas, obliga a mejorar el acceso a la información pública y promueve la rendición de cuentas desde sus instituciones.


Al respecto, cabe destacar que el artículo 9 de la Convención de la ONU contra la Corrupción en lo relativo a la contratación pública y gestión de la hacienda pública manifiesta:

“1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, adoptará las medidas necesarias para establecer sistemas apropiados de contratación pública, basados en la transparencia, la competencia, criterios objetivos de adopción de decisiones, que sean eficaces, entre otras cosas, para prevenir la corrupción. Esos sistemas, en cuya aplicación se podrán tener en cuenta valores mínimos apropiados, deberán abordar, entre otras cosas:
a) La difusión pública de información relativa a procedimientos de contratación pública y contratos, incluida información sobre licitaciones e información pertinente u oportuna sobre la adjudicación de contratos, a fin de que los licitadores potenciales dispongan de tiempo suficiente para preparar y presentar sus ofertas;

b) La formulación previa de las condiciones de participación, incluidos criterios de selección y adjudicación y reglas de licitación, así como su publicación;

c) La aplicación de criterios objetivos y predeterminados para la adopción de decisiones sobre contratación pública a fin de facilitar la ulterior verificación de la aplicación correcta de las reglas o procedimientos;

d) Un mecanismo eficaz de examen interno, incluido un sistema eficaz de apelación, para garantizar recursos y soluciones legales en el caso de que no se respeten las reglas o los procedimientos establecidos conforme al presente párrafo;

e) Cuando proceda, la adopción de medidas para reglamentar las cuestiones relativas al personal encargado de la contratación pública, en particular declaraciones de interés respecto de determinadas contrataciones públicas, procedimientos de preselección y requisitos de capacitación.


2. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, adoptará medidas apropiadas para promover la transparencia y la obligación de rendir cuentas en la gestión de la hacienda pública. Esas medidas abarcarán, entre otras cosas:

a) Procedimientos para la aprobación del presupuesto nacional;

b) La presentación oportuna de información sobre gastos e ingresos;

c) Un sistema de normas de contabilidad y auditoría, así como la supervisión correspondiente;

d) Sistemas eficaces y eficientes de gestión de riesgos y control interno; y

e) Cuando proceda, la adopción de medidas correctivas en caso de incumplimiento de los requisitos establecidos en el presente párrafo.


3. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias en los ámbitos civil y administrativo para preservar la integridad de los libros y registros contables, estado financiero u otros documentos relacionados con los gastos e ingresos públicos y para prevenir la falsificación de esos documentos.”

Es de destacar que el derecho a recibir información ya se hallaba plasmado en el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos del año 1948, que reza: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.” Asimismo, conforme el artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional Argentina la citada Declaración tiene jerarquía constitucional. 

Para poder abordar los retos que el sector público tiene frente a los ciudadanos, y ante todos aquellos actores involucrados es necesario que desarrolle la capacidad de crear confianza. No resulta suficiente encontrar objetivos o intereses comunes, sino además requerir diálogo, transparencia, autenticidad y brindar información. 


El artículo 10 de la Convención ONU contra la Corrupción que establece los requisitos referentes a la información pública:


“Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias para aumentar la transparencia en su administración pública, incluso en lo relativo a su organización, funcionamiento y procesos de adopción de decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrán incluir, entre otras cosas:

a) La instauración de procedimientos o reglamentaciones que permitan al público en general obtener, cuando proceda, información sobre la organización, el funcionamiento y los procesos de adopción de decisiones de su administración pública y, con el debido respeto a la protección de la intimidad y de los datos personales, sobre las decisiones y actos jurídicos que incumban al público;

b) La simplificación de los procedimientos administrativos, cuando proceda, a fin de facilitar el acceso del público a las autoridades encargadas de la adopción de decisiones; y

c) La publicación de información, lo que podrá incluir informes periódicos sobre los riesgos de corrupción en su administración pública.”

Los efectos de la transparencia en el sector público importa que la ciudadanía demande acceso a la información para poder ejercer la función de veedora. El propósito de este ejercicio es combatir la corrupción a través de una mayor vigilancia ciudadana, que a su vez fortalezca la legitimidad democrática y contribuya a su gobernabilidad.

La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción en su artículo 13 referente a la Participación de la sociedad expresa:

“1. Cada Estado Parte adoptará medidas adecuadas, dentro de los medios de que disponga y de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, para fomentar la participación activa de personas y grupos que no pertenezcan al sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones con base en la comunidad, en la prevención y la lucha contra la corrupción, y para sensibilizar a la opinión pública con respecto a la existencia, las causas y la gravedad de la corrupción, así como a la amenaza que ésta representa. Esa participación debería reforzarse con medidas como las siguientes:
a) Aumentar la transparencia y promover la contribución de la ciudadanía a los procesos de adopción de decisiones;

b) Garantizar el acceso eficaz del público a la información;

c) Realizar actividades de información pública para fomentar la intransigencia con la corrupción, así como programas de educación pública, incluidos programas escolares y universitarios;

d) Respetar, promover y proteger la libertad de buscar, recibir, publicar y difundir información relativa a la corrupción. Esa libertad podrá estar sujeta a ciertas restricciones, que deberán estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:

i) Garantizar el respeto de los derechos o la reputación de terceros;

ii) Salvaguardar la seguridad nacional, el orden público, o la salud o la moral públicas.

2. Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para garantizar que el público tenga conocimiento de los órganos pertinentes de lucha contra la corrupción mencionados en la presente Convención y facilitará el acceso a dichos órganos; cuando proceda, para la denuncia, incluso anónima, de cualesquiera incidentes que puedan considerarse constitutivos de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.”

El ciudadano debe intervenir, conforme sus posibilidades, en las distintas esferas de la vida pública. De no ser así, es probable que lo invada un desinterés hacia lo que es de todos, hecho que se traduce en acciones tales como la defensa egoísta de lo propio en desmedro del interés general. Por otra parte, los ciudadanos, en la medida de sus facultades, deben de dar a sus bienes y actividades un sentido social. 

El artículo 29 Declaración Universal de los Derechos Humanos luce:

“1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 


2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática.

3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.”

La corrupción afecta indistintamente a los gobiernos, a ciudadanos, entes públicos y privados por cuanto provoca competencia desleal, compromete el crecimiento económico y aleja las inversiones. Todo el país se perjudica. 

Por este motivo, también las empresas deben luchar por la integridad y contra la corrupción, implementando principios de buena gobernanza corporativa y a través del combate de prácticas ilegales de competencia. 

Para controlarla, es preciso conjugar esfuerzos de ciudadanos, empresas y gobiernos con un mismo propósito: promover un ambiente de integridad tanto en el ámbito público como en el privado. La participación del sector privado en el enfrentamiento del problema asume, sin embargo, una especial preeminencia. 

La transparencia en la esfera privada dota de mayor reputación corporativa a las compañías y facilita el cumplimiento de mayor información a los grupos de interés, de tal forma que ser transparente consolida la legitimidad de las empresas en un marco de valores éticos que sean concurrentes con los valores exigidos por la ciudadanía y además advierta un carácter de responsabilidad social frente a ellos.

Es de desatacar que la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción invocó a incluir como una medida preventiva el tratamiento de la corrupción en el sector privado. El artículo 12 estatuye:

“1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará medidas para prevenir la corrupción y mejorar las normas contables y de auditoría en el sector privado, así como, cuando proceda, prever sanciones civiles, administrativas o penales eficaces, proporcionadas y disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas.

2. Las medidas que se adopten para alcanzar esos fines podrán consistir entre otras cosas, en:
a) Promover la cooperación entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley y las entidades privadas pertinentes;
b) Promover la formulación de normas y procedimientos encaminados a salvaguardar la integridad de las entidades privadas pertinentes, incluidos códigos de conducta para el correcto, honorable y debido ejercicio de las actividades comerciales y de todas las profesiones pertinentes y para la prevención de conflictos de intereses, así como para la promoción del uso de buenas prácticas comerciales entre las empresas y en las relaciones contractuales de las empresas con el Estado;
c) Promover la transparencia entre entidades privadas, incluidas, cuando proceda, medidas relativas a la identidad de las personas jurídicas y naturales involucradas en el establecimiento y la gestión de empresas;
d) Prevenir la utilización indebida de los procedimientos que regulan a las entidades privadas, incluidos los procedimientos relativos a la concesión de subsidios y licencias por las autoridades públicas para actividades comerciales;
e) Prevenir los conflictos de intereses imponiendo restricciones apropiadas, durante un período razonable, a las actividades profesionales de ex funcionarios públicos o a la contratación de funcionarios públicos en el sector privado tras su renuncia o jubilación cuando esas actividades o esa contratación estén directamente relacionadas con las funciones desempeñadas o supervisadas por esos funcionarios públicos durante su permanencia en el cargo;…”


“Las empresas, de cualquier porte, poder económico o área de influencia, son una parte directamente interesada en la cuestión de la prevención y del combate a la corrupción y pueden desempeñar un papel determinante en esta lucha. Al adoptar voluntariamente un conjunto de principios que garanticen un sistema de integridad en las relaciones con el sector público, con sus stakeholders y con los demás sectores del mercado, las empresas comprometidas en la lucha contra la corrupción sirven como ejemplo para la sociedad”. 

Para lograrlo debe contar con funcionarios con valores éticos.


Ahora bien, las administraciones públicas y sus instituciones deben contar con funcionarios éticos si quieren crear confianza en ellas.


Recordemos que la palabra ética proviene del griego ethos, que significa costumbre, hábito.


La costumbre o ethos, es decir, la ética, proyecta al ser humano hacia una finalidad, le hace autodeterminarse, dándole a su vida sentido y calidad. 


Cuando la ética se aplica y se pone en práctica en el servicio público se denomina Ética Pública. Mediante la ética pública se busca lograr un cambio de actitud en los servidores públicos a fin de forjar en ellos una conducta integral, con sentido de responsabilidad, lealtad a la institución para la que trabajan y compromiso con los objetivos de la misma. Los servidores públicos, al actuar de un modo éticamente correcto, van a ser más eficaces y eficientes en sus tareas, lo que se verá reflejado en la confianza y credibilidad de la ciudadanía a la que sirven. Cabe recordar que ellos están para servir y no para servirse de la comunidad.


La transparencia es uno de los valores éticos que todo servidor público debe aplicar en el ejercicio de su función.

El funcionario con responsabilidad social es aquel que posee el deber moral de contribuir a la satisfacción de las necesidades colectivas, porque está convencido de que las normas se dictan en atención al bien común, que deben ser cumplidas para lograr el correcto funcionamiento de la sociedad y, que infringirlas, produce un perjuicio al mismo.

En ese marco, los artículos 15 y 16 de la Convención de la ONU contra la Corrupción establece respecto a los sobornos de funcionarios públicos nacionales y extranjeros y de funcionarios de organizaciones internacionales públicas lo que sigue:


Artículo 15: “Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:
a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales;

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales.


Artículo 16: “1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la promesa, el ofrecimiento o la concesión, en forma directa o indirecta, a un funcionario público extranjero o a un funcionario de una organización internacional pública, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales para obtener o mantener alguna transacción comercial u otro beneficio indebido en relación con la realización de actividades comerciales internacionales.

2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la solicitud o aceptación por un funcionario público extranjero o un funcionario de una organización internacional pública, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales.”

Un gobierno, para que exista mayor transparencia y un mejor acceso a la información oficial, requiere que sus funcionarios declaren su patrimonio. En aquellos casos en que exista un conflicto entre los intereses públicos y privados en el ejercicio de los cargos públicos, es necesario que se legisle con claridad a través de normas que regulen el tópico y la información patrimonial a exteriorizar. Es fundamental tener en cuenta que en gran parte de las operaciones los montos involucrados en las contrataciones públicas son elevados, de ahí la relevancia de la prevención de la corrupción. Ello permitirá una buena conducción de la administración pública. 

LA RESPONSABILIDAD SOCIAL EMPRESARIA Y DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA


El crecimiento económico ya no está relacionado directamente con el crecimiento social. La empresa no puede estar ajena a esta realidad social que acontece, dado que no puede construir una acción desconectada con lo que ocurre en la sociedad, porque no es neutra al devenir de la misma.

“El siglo XXI es el siglo del conocimiento y del saber ya que es el siglo de la racionalidad científica y tecnológica. El saber contribuye a acelerar el cambio de las condiciones económicas, sociales y políticas del mundo. Podemos decir que el mundo está hoy cambiando día tras día con la prontitud de los saberes nuevos. Las innovaciones tecnológicas, la productividad media de fuerza de trabajo, el espíritu empresarial, la integración social, en una palabra dependen de la educación. No hay país que esté hoy aprovechando cabalmente sus oportunidades que no tenga establecida una significativa disciplina educativa asentada y respetada en la sociedad. “ 


Para alcanzar este propósito es necesario tener presente la Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) que, como citamos “ut supra” sigue siendo igual de vigente hoy día que en 1948.


Artículo 26: “1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.” 


En el mundo se está produciendo un cambio socioeconómico relevante referente al concepto dominante de la empresa -de propender únicamente a la maximización del beneficio-, hacia una nueva concepción de la misma, la que recepta el concepto de ciudadanía. Esta forma de concebir la empresa es un aporte valioso para que se puedan desarrollar estos derechos que se proclaman en los artículos que se detallan en la DUDH a saber:


Artículo 22: “Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 


Artículo 23: 1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo. 


2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.


4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses.”

Artículo 24: Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.


Artículo 25: 1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.


2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.”

Artículo 27: “1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten. 


2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.”

En la Economía Social la responsabilidad social empresaria significa una específica forma de concebir empresas, de generar empleos y crear riqueza colectiva.


Podemos definir a la responsabilidad social empresaria (RSE) como el conjunto de obligaciones y compromisos, legales y éticos, nacionales o internacionales, con los grupos de interés, que se derivan de los impactos que la actividad y operaciones de las organizaciones producen en el ámbito social, laboral, medioambiental y de los derechos humanos. 

La RSE debe basarse en que el ejercicio de una actividad empresarial como negocio es inseparable de la seguridad, la salud y el desarrollo de los empleados, de la prestación de servicios de calidad a sus clientes, del trato adecuado a los proveedores, así como la protección del medioambiente y el desarrollo de las comunidades en que su compañía opera.

Asimismo, la RSE alude al compromiso de las compañías en generar un impacto positivo en la sociedad, más allá del resultado de su actividad. Esto es: con la calidad de vida de sus trabajadores y su familia, con la comunidad y el medio ambiente. 


El auge del concepto de RSE se vincula con los retos generados por la globalización económica y los consiguientes cambios en el Estado de Bienestar; con la aparición de nuevas relaciones entre empresa y sociedad, y de ambos con el Gobierno; y con las nuevas demanandas empresariales y sociales. 


Paralelamente, la sociedad toda debe tener un fin: el bien común. De no ser así se transformará en un agregado de seres a los que sólo le interesan sus bienes personales. Recordemos que el bien común es el conjunto de condiciones éticas, sociales, económicas y culturales que permiten a los ciudadanos realizarse como personas en su ideal de perfección, a fin de que puedan forjar su destino en libertad.


Para las organizaciones la RSE es el reto del futuro. Afecta tanto a las organizaciones públicas o privadas con o sin ánimo de lucro.


Es imprescindible, para que una empresa crezca a largo plazo, que sustente sus productos en estándares éticos y que trate de dar respuesta a los agentes sociales a los que afecta o que le afectan. 


"Las Administraciones Públicas, los Estados, las organizaciones multilaterales o supranacionales, son responsables importantes del desarrollo sostenible y de una gestión justa de la sociedad que garantice el respeto a los derechos humanos, por lo que no deben ser ajenos al desarrollo de la RSE en sus distintos ámbitos, ni en la forma ni en el fondo, sino que deben liderar el mismo con diversas iniciativas.” 


El respeto a los Derechos Humanos brindará una mayor oportunidad de tener los mejores funcionarios del gobierno de un país, puesto que va a permitir a toda la ciudadanía capacitarse, dado que al acceso de los derechos culturales, sociales y económicos todas las personas se encuentran incluídas. Esto permitirá al Estado poder elegir a aquellos con mayor conocimiento para desempeñar los cargos, a fin de poder cumplir con excelencia sus objetivos, en concordancia con lo estatuido por la DUDH. 


Artículo 21: “1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.


2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.


3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.”

En el año 1999 el Sr. Kofi Annan -siendo Secretario General de las Naciones Unidas- tuvo la iniciativa, en el foro de Davos de la creación de un conjunto de principios básicos universales que conformaron el Pacto global. 

En el Pacto Global las empresas se comprometieron a nueve principios de comportamiento relativos a derechos humanos, laborales y medio ambiente.

En lo tocante al medioambiente, el principal documento de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD) que fuera celebrada en Río de Janeiro en junio de 1992 es el Programa o la Agenda 21. Entre los 27 principios de la Declaración en trato el 5) establece: “todos los Estados y todas las personas deberán cooperar en la tarea esencial de erradicar la pobreza como requisito indispensable del desarrollo sostenible, a fin de reducir las disparidades de calidad de vida y responder mejor a las necesidades de los pueblos del mundo.”

Por su parte, en la Declaración del Milenio, aprobada por los Jefes de Estado reunidos en las Naciones Unidas en setiembre de 2000, se afirma que los “hombres y las mujeres tienen derecho a vivir y a criar a sus hijos con dignidad y libres del hambre y del temor a la violencia, la opresión o la injusticia”, en consonancia con la DUDH.

Como consecuencia de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de diciembre 2003 fue adherido al Pacto Mundial el Principio 10° en el año 2004: “Las empresas deben actuar contra el combate a la corrupción en todas sus formas inclusive la extorsión y el soborno.”


Los principios son:


“Derechos Humanos

1. Apoyar y respetar la protección de los derechos humanos proclamados a nivel internacional.

2. No ser cómplice de abusos de los derechos humanos.


Normas Laborales

3. Apoyar los principios de la libertad de asociación y el reconocimiento de los derechos a la negociación colectiva.

4. Eliminar todas las formas de trabajo  forzoso y obligatorio.

5. Abolir cualquier forma de trabajo infantil.

6. Eliminar la discriminación en materia de empleo y ocupación.


Medio ambiente
7. Apoyar el enfoque preventivo frente a los retos medioambientales.

8. Promover una mayor responsabilidad ambiental.

9. Alentar el desarrollo y la difusión de tecnologías inocuas para el medio ambiente.

Anticorrupción
10. Actuar contra todas las formas de corrupción, incluyendo la extorsión y el soborno.” 


Las empresas que adoptan la RSE como meta y centran sus esfuerzos en los asuntos medioambientales, laborales, sociales y los relativos a los derechos humanos, tienen también que incluir la de la fiscalidad. No se pueden adoptar políticas de RSE internacionales o nacionales y al mismo tiempo intentar minimizar el pago de sus obligaciones tributarias.

El comportamiento tributario de una empresa debe ser parte de la RSE, teniendo presente el décimo decálogo del Pacto Global.

Cuando los pagos por los tributos sean extremadamente bajos en comparación con el volumen, la naturaleza o el resultado de las operaciones realizada, quizás estos puedan alertar de posible corrupción en el otorgamiento de beneficios fiscales, de fraude fiscal o de políticas fiscales inadecuadas.

“Los líderes empresariales, con independencia del sector de actividad o lugar en que se encuentren, tendrán que asegurarse de que sus organizaciones actúan responsablemente a los ojos de los grupos de interés y también reforzar su capacidad para cumplir posibles obligaciones de presentar informes. Deben mantenerse al tanto de los cambios locales o internacionales que puedan afectar a su situación tributaria y planificación; prepararse para comentar en público su actuación tributaria; tomar en consideración los riesgos reputacionales que conllevan las decisiones con trascendencia tributaria y no sólo si se ha cumplido con legalidad tributaria vigente en los distintos países; así como afianzar la relación abierta y respetuosa con las autoridades tributarias de los países en los que opere, estableciendo canales de comunicación adecuados y produciendo la documentación que pueda ser requerida.” 


Es siempre necesario tener en cuenta que los tributos son parte de los beneficios económicos que la empresa proporciona a la sociedad.

Además del Pacto Global existen otras iniciativas como el caso de CERES (Coalición  para las economías medioambientalmente responsables) creada en el año 1989 a través de un compromiso de empresas e inversores norteamericanos vinculados a la temática medioambiental que constituyen un decálogo de conducta corporativa ambiental, los denominados Valdez Principales (llamados hoy Ceres Principales).

Las empresas que se adhieran a estos principios se comprometen a informar en forma periódica su gestión ambiental.

Es interesante aludir que El CERES ha sido propulsora del GRI (Global reporting initiative).


El GRI es un Centro Colaborador del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente.

Los reportes o balances sustentables que requiere el GRI responden a una triple línea de resultados, por cuanto se supone que las empresas informen acerca de tres perfomances: económica, ambiental y social. 

Algunas organizaciones propusieron para ello una serie de directrices y cuantificaciones para efectuar sus memorias  en el ámbito medioambiental y social. Pero  quienes asumieron esa tarea fueron CERES y PNUMA (Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente) las que idearon una solución mediante un proceso intensivo de consultas a empresas, expertos, ONGs e instituciones internacionales. Así se elaboró la primera versión de la Guía de Global Reporting Initiative en 2000. El GRI se convirtió en el año 2002 en una organización independiente con sede en Ámsterdam y detenta por misión que el proceso de elaboración de memorias de sostenibilidad resulte tan habitual como el de los informes financieros. A tales propósitos, se confeccionan guías para ser receptadas por las empresas adheridas.

La elaboración de memorias con responsabilidad social es un elemento por excelencia de comunicación de la RSE, también denominada informe de responsabilidad. Sin ser el único mecanismo de comunicación, es sin duda el central en la medida en que describe de manera ordenada y sistemática el comportamiento corporativo y sus impactos por medio de indicadores pautados en aspectos diversos.


Es un documento público que se dirige a los grupos de interés de la empresa. Se trata de un informe periódico con la triple cuenta de resultados, en la cual la empresa describe sus actividades y resultados, y sus impactos, en los ámbitos económico, social y ambiental. Así como las empresas elaboran las memorias financieras, las memorias de triple cuenta hablan de los resultados no financieros. 

El marco para la elaboración de las Memorias de Sostenibilidad del GRI se creó para facilitar un “lenguaje común” que pudiera ser aplicado por todo tipo de organizaciones.

A estos reportes se los ha llamado sustentables para asociarlos a la idea de “desarrollo sustentable” popularizado en el año 1987 por el informe Brundtland. 


En casi todos los países la elaboración de memorias de sostenibilidad es voluntaria, pero en algunos la medioambiental o social es un requisito legal. Por ejemplo en Dinamarca, Francia, Países Bajos, Noruega y Suecia se exige que determinadas empresas incorporen información medioambiental y/o social en sus informes anuales.

Es de desatacar que la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción invocó a incluir como una medida preventiva el tratamiento de la corrupción en el sector privado. En su artículo. 12 hace referencia a la contabilidad de las empresas según detalle:


Inc. 2 f) “Velar por que las empresas privadas, teniendo en cuenta su estructura y tamaño, dispongan de suficientes controles contables internos para ayudar a prevenir y detectar los actos de corrupción y por que las cuentas y los estados financieros requeridos de esas empresas privadas estén sujetos a procedimientos apropiados de auditoría y certificación.”

3: “A fin de prevenir la corrupción, cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus leyes y reglamentos internos relativos al mantenimiento de libros y registros, la divulgación de estados financieros y las normas de contabilidad y auditoría, para prohibir los siguientes actos realizados con el fin de cometer cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención:

a) El establecimiento de cuentas no registradas en libros;

b) La realización de operaciones no registradas en libros o mal consignadas;

c) El registro de gastos inexistentes;

d) El asiento de gastos en los libros de contabilidad con indicación incorrecta de su objeto;

e) La utilización de documentos falsos; y

f) La destrucción deliberada de documentos de contabilidad antes del plazo previsto en la ley.

4: Cada Estado Parte denegará la deducción tributaria respecto de gastos lo que constituyan soborno, que es uno de los elementos constitutivos de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 15 y 16 de la presente Convención y, cuando proceda, respecto de otros gastos que hayan tenido por objeto promover un comportamiento corrupto.”

La RSE constituye una específica forma de concebir a la empresa, dado que al asumir el compromiso con ética, garantiza la transparencia de sus registraciones contables y de sus estados financieros, considerando la triple cuenta (económica, social y ambiental) y se somete periódicamente a auditorías y controles -de acuerdo a la normativa vigente-, aún cuando no tenga obligación legal de hacerlo. Su compromiso es brindar información hacia los grupos de interés con los que interactúa y hacia la sociedad.

 
De igual forma, la RSE entraña una conducta de colaboración y convivencia con el medio en el cual una empresa desarrolla sus actividades. Esta forma de concebir a la misma produce impactos en la sociedad, que se traducen en la generación de empleo y creación de riqueza colectiva, contribuyendo así a su desarrollo sostenible. 

Se entiende por Responsabilidad Social como integración voluntaria, por parte de las organizaciones y empresas, de las preocupaciones sociales y ambientales en sus operaciones y en sus relaciones con sus interlocutores. Es una forma de gestión que se define por la relación ética de las organizaciones con todos los públicos y con todos con quienes se relaciona, y por el establecimiento de objetivos compasibles con el desarrollo sostenible de la sociedad.


La Responsabilidad Social se consolida como una política de empresa según la cual una organización incorpora en sus procesos de creación de valor los intereses e inquietudes de los agentes que legítimamente forman parte de su interés (accionistas, trabajadores, clientes, ciudadanos, proveedores, financiadores, reguladores, agentes sociales, organizaciones sociales y específicamente un compromiso con la sostenibilidad global: ambiental, social y económica.


Por lo tanto la RSE, debe basarse en que el desarrollo de una actividad empresarial como negocio es inseparable de la seguridad social, la salud y el desarrollo de los empleados, de la prestación de servicios de calidad a sus clientes, del trato adecuado a los proveedores, así como de la protección del medio ambiente y el desarrollo de las comunidades en las que las compañías operan.


Podríamos por tanto afirmar, que la empresa ciudadana -otra forma de como se conoce este perfil de compañía- es una organización que toma conciencia de sus interacciones con el entorno y sus impactos, tanto positivos como negativos.

La RSE afecta a todo tipo de organizaciones, públicas, o privadas con o sin ánimo de lucro.


Existe una conexión causal entre la calidad institucional y el grado de desarrollo de los países. Años atrás las instituciones eran vistas con un carácter más instrumental, es decir un soporte organizativo por medio del cual se asignaban recursos bajo ciertos criterios políticos. 

El concepto de responsabilidad social no implica solamente cumplir la ley sino su aplicación de acuerdo con su espíritu y atendiendo la finalidad que persigue y, por otra parte, que las decisiones que se toman tienen consecuencias e impactos que no quedan regulados por ninguna normativa legal pero afectan aspectos como los derechos humanos o la sostenibilidad.


La gestión de la Responsabilidad Social de las Administraciones Públicas (RSAPs) incluye las políticas públicas y las medidas tendientes a optimizar los resultados, tanto corporativamente como por áreas. También la capacidad de llevar a término un buen gobierno con capacidad de generar impactos significativos, que sea eficiente y atienda las inquietudes de la ciudadanía.

“El sistema político y sus instituciones son un reflejo de la sociedad. Una sociedad en cambio permanente, que reclama una Administración de calidad a la altura de sus necesidades, con capacidad de innovación, ágil y diligente en la respuesta. Este clamor, sin embargo es más intenso cuando se fundamenta en la existencia de una cultura democrática, en la cual la ciudadanía ejerce las virtudes cívicas, participa de manera comprometida en los asuntos públicos, motivando y estimulando los cambios sociales e institucionales. En un esfuerzo tenaz para alcanzar mayores cotas de legitimidad democrática.” 


En los casos de los procesos de contratación pública, podemos introducir cláusulas sociales, como la gestión ética de las entidades, la sostenibilidad ambiental, la calidad de condiciones laborales, etc.


La inclusión de estas cláusulas tiene la ventaja de que la RSAp también ayuda a fomentar la RS en las empresas proveedores.


Las cláusulas sociales deberían comportar un proceso de diálogo abierto con el conjunto de proveedores y específicamente con el concesionario o proveedor con tal de mejorar y profundizar en el sentido de la cláusula social.


“La transparencia es un componente esencial del debate sobre la responsabilidad social de las empresas puesto que contribuye a mejorar sus prácticas y su comportamiento, al tiempo que permite a las empresas y terceras partes cuantificar lo resultados obtenidos. Por consiguiente, es útil establecer parámetros de referencia que permitan medir y comparar los resultados de empresas en el ámbito social y medioambiental a fin de garantizar y facilitar una evaluación comparativa real y creíble.” 


En lo relativo al sector público la transparencia busca satisfacer la demanda de información de la ciudadanía y, en la esfera privada, se desarrolla en gran medida desde la oferta de información que deciden facilitar las empresas.


“La responsabilidad social corporativa por sus razones económicas, sociales, éticas y legales debe ser considerada de interés público y no exclusivamente privada. En este sentido, debe ser la sociedad mediante sus representaciones públicas, quien deba garantizar los recursos y cuestiones básicas de la responsabilidad social, en tanto los efectos de las actuaciones de las empresas tienen impactos en la sociedad.

El Estado juega un papel fundamental en el impulso de una adecuada Responsabilidad Social Corporativa, ya que tiene la capacidad de complementar la autorregulación de las políticas voluntarias de las empresas en las cuestiones que afecten a los bienes públicos globales.


La Administración Pública, por lo tanto, tiene la responsabilidad de involucrarse y asumir un papel más activo en el fomento de la RSC, a través de la combinación de una serie de normas de intervención y de promoción, que regulen más allá de la voluntariedad de las empresas. 


Las políticas públicas de este modo responden al papel activo que debe desarrollar la administración, en favor de que el mercado, los consumidores y los inversores tengan reglas aceptadas para todos los agentes para la regulación de aquellas actuaciones y actividades que afecten a bienes públicos globales.


En la actualidad existen diversas iniciativas nacionales e internacionales que regulan, promueven e impulsan la responsabilidad social, tanto con normas vinculantes como sugerencias de iniciativas voluntarias y políticas de fomento e incentivo.” 
 


El Estado en su relación con las empresas tiene que considerar las cuestiones relativas a la RSC dentro de la esfera de su actuación como contratista, consumidor, inversor o financiador. Debe considerarlas al momento de diseñar sus políticas públicas, actuaciones y leyes. Paralelamente debe efectuar propuestas en favor de crear incentivos que favorezcan la implementación de RSC y mitiguen los impactos negativos derivados de la actividad empresarial.


Por lo tanto, al efectuar el Estado sus contrataciones creemos que deberían realizarse en el marco de las Contrataciones Públicas Socialmente Responsables (CPSR). Fueron definidas en 2011 por la Comisión Europea como “las operaciones de contratación que tienen en cuenta uno o más de los siguientes aspectos sociales: oportunidades de empleo, trabajo digno, cumplimiento con los derechos sociales y laborales, inclusión social (incluidas las personas con discapacidad), igualdad de oportunidades, diseño de accesibilidad para todos, consideración de los criterios de sostenibilidad, incluidas las cuestiones de comercio ético y un cumplimiento voluntario más amplio de la responsabilidad social de las empresas (RSE)…” Como puede observarse, se trata de un concepto con múltiples aristas.

Las políticas y líneas de actuación que afectan al comportamiento de las empresas, tienen que ser concordantes con el desarrollo sostenible, el que debe entenderse como una dimensión de desarrollo que busca conjugar el crecimiento económico, le equidad social y la preservación medioambiental adecuada.

“En este sentido sostenibilidad tiene que ver con perdurabilidad, al igual que la sostenibilidad clásica, y podemos así definir la sostenibilidad empresarial comtemporánea como la capacidad de la empresa para crear valor económico respetando los derechos de aquellos con los que se relaciona y preservando el medioambiente en el desarrollo de sus operaciones.” 


“El concepto de empresa sostenible –o creación de valor sostenible– se refiere esencialmente a la evidencia de a que a largo plazo los resultados empresariales mejoran si se mantienen relaciones no oportunistas con los diferentes grupos de interés que concurren en la actividad empresarial: empleados, clienes proveedores y comunidades sociales en donde opera. El enfoque intergral de la RSE debe atribuir tanta importancia a los principios y objetivos en sí mismos como a los procesos que conducen a la obtención de estos objetivos, donde sin duda la fuente importante de valor agregado la constituyen por un laldo, la creación de una verdadera ciudadanía responsable, y por otra, la rendición de cuentas de los responsables de políticas y de otros actores cuyas acciones tiene impacto en los derechos de las personas.” 


Si la empresa no actúa con equidad social, si no genera valor para otros stakeholders al margen de sus accionistas, le será imposible mantener fieles a clientes y productivos a sus empleados, etc., lo que comprometerá la creación de valor económico.


“No se puede garantizar que una empresa ética sea más rentable -nada lo puede garantizar- pero sí es seguro  que una empresa ética está más preparada para responder a los retos futuros y para perdurar en el tiempo con éxito. Si una empresa actúa con integridad y responsabilidad, con transparencia y respeto, está sentando la base de la confianza.” 


La empresa responsable es aquella que tiene como foco las personas con las que se relaciona y que toma decisiones para crear valor para todas ellas y una empresa socialmente responsable es aquella que, además de ofrecer productos y servicios de calidad, genera beneficios, empleos y abona sus tributos así como es capaz de identificar los problemas y de proponer alternativas para su solución.


Los stakeholders en su dimensión interna, se refieren a las prácticas responsables que afectan a los trabajadores, se tienen en cuenta cuestiones como las inversiones en recursos humanos, la salud y la seguridad, la gestión del cambio, el impacto ambiental o la gestión de los recursos naturales que afectan a la producción. La dimensión externa hace referencia al entorno físico local, a los socios comerciales, a los proveedores, a los consumidores, o a los derechos humanos y a los problemas ecológicos mundiales.

Los grupos de interés (stakeholder) que importan a la empresa son aquellos que pueden pedir cuentas por las consecuenias de sus actos, ya que son aquellos que de una u otra forma se ven afectados por sus operaciones.


Un gobierno corporativo basado en la responsabilidad social implica el ejercicio de una ética empresarial que se refiere a los mecanismos que usa una organización para integrar sus valores organizacionales, como honestidad, confianza, respeto y justicia, en sus propias políticas y en la forma en que toman sus decisiones en todos los niveles de la empresa, diseñando programas de ética basados en un código de valores para la toma de decisiones equitativas y para resolver problemas complejos como los estándares globales.


De nada sirven los reportes de RSE, si la ciudadanía no conoce de que se trata y no puede incluir este criterio en sus decisiones de consumo o de inversión.


“Un ambiente propicio para la RSE ha ser la suma del conjunto de motivaciones, instrumentos y capacidades humanas e institucionales en la que tienen y deben de tener cabida tanto actores públicos como privados, teniendo en cuenta tanto los estándares y prácticas internacionales como las prioridades y particularidades nacionales y privadas.” 


En función de ello, las instituciones juegan un doble papel, ya que por un lado se ven afectadas por la corrupción, mientras que por otro son determinantes de los comportamientos corruptos. Douglas C. North hizo mención a las mismas en su Conferencia “Desempeño Económico en el transcurso de los años” al recibir su Premio Nóbel en Economía el 9 de diciembre de 1993: “se crean organizaciones que reflejan las oportunidades ofrecidas por la matriz institucional. Esto es, si el marco institucional premia la piratería, surgirán entonces organizaciones piratas; y si el marco institucional premia las actividades productivas, surgirán organizaciones -empresas- que se dediquen a actividades productivas.” 
 

“La RSE, entendida como gestión de las externalidades, ha de tener presente como en todo momento estas relaciones reciprocas, que de entenderse como la identificación de los grupos de interés por una parte, y los incentivos e instrumentos de gestión, de otra. Sin estas correlaciones, la RSE estará abocada al fracaso. Así los incentivos han de entenderse no sólo para los empresarios, sino también para todos los que se relacionan con la compañía, para el cliente, atendiendo a su demanda ofreciendo precios competitivos y bienes y servicios de calidad; para los proveedores, pagando precios justos por sus productos o servicios y sin abusar del poder de mercado, y para los empleados, preservando y creando empleo, pagando salarios justos y dando formación, estabilidad y motivación.” 


La intervención de los poderes públicos debe producirse cuando existan desequilibrios estructurales en los mercados entre el empresario y el consumidor, dado que este último se encontraría en una posición de subordinación a lo operadores del mismo.

El modo en que se diseñe y se implemente la RSE sobre un marco de políticas sociales resultará de la obligación del Gobierno de incorporarla como una parte de la estrategia nacional de desarrollo sostenible. Debe ser llevada a cabo por medio de empresas y organizaciones intermedias en atención al derecho de la sociedad a una mejor calidad de vida.


El desarrollo de la RSE no se puede plantear seriamente si no se vincula a una visión de empresa y a una visión de país, es decir como voluntad de aunar competitividad, crecimiento económico y sustentabilidad.

Promover la Responsablidad Social en la gestión de las administraciones públicas e instituciones dependientes de ella es trascendental dado que muestran qué es los que los grupos de interés y la sociedad esperan de ellas.
CONCLUSIÓN

“La Declaración Universal de Derechos Humanos sigue siendo igual de pertinente hoy día que en 1948, cuando fue proclamada y aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. La extraordinaria visión y determinación de sus autores se plasmó en un documento en el que por primera se expresaron claramente los derechos y libertades a los que todo ser humano puede aspirar de manera inalienable y en condiciones de igualdad.” 


En ella se indican los derechos de los que gozan todas las personas (laborales, acceso a educación y a la información, a la seguridad social, entre otros).

La corrupción “es un fenómeno que se da en todos lo países -grandes y pequeños, ricos y pobres– pero sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en desarrollo. La corrupción afecta infinitamente más a los pobres porque desvía los fondos destinados al desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia y desalienta la inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave de bajo rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo.” 


Para erradicarla se necesita de una buena gobernanza donde el Estado y la ciudadanía aúnen esfuerzos para combatir la gravedad de este flagelo.

La transparencia en la esfera pública es un recurso estratégico porque dificulta las prácticas corruptas, obliga a mejorar el acceso a la información pública y promueve la rendición de cuentas desde sus instituciones.

Observamos en la esfera privada, que la transparencia dota de mayor reputación corporativa a las empresas y promueve el cumplimiento de mayor información a los grupos de interés, consolidando la legitimidad de las mismas, evitando así sobornos a funcionarios públicos.

Un gobierno, para que exista mayor transparencia y un mejor acceso a la información oficial, requiere que sus funcionarios declaren su patrimonio. En aquellos casos en que exista un conflicto entre los intereses públicos y privados en el ejercicio de los cargos públicos, es necesario que se legisle con claridad a través de normas que regulen el tópico y la información patrimonial a exteriorizar. Es fundamental tener en cuenta que en gran parte de las operaciones, los montos involucrados en las contrataciones públicas son elevados, de ahí la relevancia de la prevención de la corrupción. Ello permitirá una buena conducción de la administración pública. 


Las instituciones juegan un doble papel, ya que por un lado se ven afectadas por la corrupción, mientras que por otro son determinantes de los comportamientos corruptos. Douglas C. North hizo mención a las mismas en su Conferencia “Desempeño Económico en el transcurso de los años” al recibir su Premio Nóbel en Economía el 9 de diciembre de 1993 mismas: “se crean organizaciones que reflejan las oportunidades ofrecidas por la matriz institucional. Esto es, si el marco institucional premia la piratería, surgirán entonces organizaciones piratas; y si el marco institucional premia las actividades productivas, surgirán organizaciones -empresas- que se dediquen a actividades productivas.” 
 

Para ello se requiere potenciar las políticas de gestión de capital humano, poniendo especial énfasis en la responsabilidad y sensibilidad de los servidores públicos, en la búsqueda de excelencia en la gestión a fin de que el ciudadano sea el destinatario de un servicio de calidad, fortaleciendo el desarrollo continuo de la transparencia. El objetivo de la prestación de servicios públicos es el logro de una sociedad con bienestar.


La empresa responsable es aquella que actúa de forma que garantice la creación de valor para sus accionistas de forma continua, que se desempeña dentro de los cánones del desarrollo sostenible, creando así también valor al conjunto de la sociedad por medio de los ejes de equidad social y preservación medioambiental. 

El concepto de responsabilidad social implica valores, ya que con ella se intenta gestionar y dirigir la organización en el entendimiento que cumplir con la ley no significa sólo su acatamiento formal sino también la finalidad que persigue. En ese contexto las decisiones se toman contemplando las consecuencias e impactos que, si bien no se hallan receptados por ninguna normativa legal, afectan aspectos tales como los derechos humanos o la sostenibilidad, criterio que compartido por las empresas y las administraciones públicas que asumen el compromiso.


La Declaración Universal de los Derechos Humanos proclama que el futuro de las personas debe ser justo y digno, hecho que la comunidad internacional tiene el deber de apoyar y defender. Empero, si existen grandes cantidades de activos cautivos por la corrupción -los cuales pueden constituir una proporción importante de los recursos del Estado- la estabilidad política y el desarrollo sostenible se verán amenazados.

El combate y prevención de la corrupción es responsabilidad de todos los Estados, que deben cooperar entre si junto con la participación y apoyo de personas y grupos que no pertenezcan a la administración pública, como lo expresa el preámbulo de la Convención de la ONU contra la Corrupción. Para ello la empresa ciudadana o con responsabilidad social constituirá un gran aporte para la comunidad.

Tal vez no se logre totalmente erradicar la pobreza, pero si mitigarla. Para alcanzar este propósito es ineludible que el Estado cumpla con su deber de informar –lo que redunda en el derecho del ciudadano a recibirla-, para aunar esfuerzos para alcanzarlo y cumplir con las ideas de la Declaración Universal de los Derechos Humanos proclamadas para “cambiar al mundo.”
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